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Introducción
Este texto tiene como objetivo ofrecer una 

imagen general de las políticas de Previsión 
Social durante el franquismo. Se pretende, 
en primer lugar, presentar una perspectiva 
técnica (legislativa) sobre las condiciones de 
funcionamiento del sistema de subsidios so­
ciales implantado en el mundo rural por la 
dictadura (características de la afiliación, tipo 
de riesgos cubiertos, prestaciones, sistema de 
sanciones...), pero siempre bajo una vocación 
analítica histórica, atenta a evitar cualquier 
descontextualización o aislamiento del mode­
lo de previsión respecto de sus condicionantes 
históricos concretos de aplicación. En segun­
do término, el trabajo quisiera plantear algu­
nas reflexiones en torno al contraste entre 
los principios en que se basaba el modelo de 
previsión que el régimen comenzó a ensayar a 
partir de los años iniciales de la década de 1940 
y aquel otro del «Estado de Bienestar» en el 
que, en las décadas posteriores a la II Guerra 
Mundial, profundizaban muchos de los estados 
del entorno geográfico y democrático de la 
España franquista. Este tipo de comparaciones 
se han venido haciendo en los últimos años 
desde una óptica global; sin embargo, aún no 
existen para el mundo rural. De hecho, apenas 
ha habido hasta ahora historiografía ocupada,

a diferencia del ámbito del Derecho del Traba­
jo, en estudiar las particulares condiciones de 
extensión de la Previsión Social inicialmente y 
de la Seguridad Social desde la transición a la 
democracia, al mundo rural y a los campesinos 
como grupo social.

Por último, quiero advertir que este artículo 
se centrará predominante en los técnicamen­
te denominados «trabajadores autónomos 
agrarios», muy mayoritariamente -aunque no 
só lo- coincidentes en Galicia desde finales del 
siglo X IX  con la figura del pequeño propietario 
agrario cultivador directo. Se harán asimismo 
referencias puntuales a los asalariados agrarios 
o trabajadores por cuenta ajena, habitualmen­
te con una intencionalidad comparativa. La 
investigación se ocupa del caso gallego bajo el 
franquismo, aunque pienso que algunas de las 
condiciones de funcionamiento del sistema de 
previsión podrían ser coincidentes en aquellas 
zonas o regiones del Estado con agriculturas 
que comparten bastantes rasgos estructurales 
con la gallega.

Precedentes de la Previsión Social Agraria  
en España
El abandono del mundo rural y de sus habi­

tantes en lo que respecta a la implantación de 
las políticas sociales del Estado puede conside­
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rarse como un rasgo estructural de la historia 
contemporánea española, desde los albores 
del Estado liberal hasta, al menos, el proceso 
de transición a la democracia tras las cuatro 
décadas de dictadura franquista. Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que antes del golpe 
de Estado de 1936, y en especial bajo los go­
biernos de signo progresista (centro-izquier­
da) de la II República, se habían venido dando 
unos primeros pasos en la extensión de los 
beneficios o prestaciones sociales al mundo 
rural español. Aprovecharé la ocasión para 
citar algunas de las medidas puntuales implan­
tadas durante la fase final de la Restauración, la 
dictadura de Primo de Rivera (prácticamente 
inerte en este campo) y el régimen democrá­
tico de la II República.1 Sobre todo, porque es 
importante recordar que, antes del franquismo, 
y a pesar del retraso comparativo del Estado 
español en relación con casos como el alemán, 
el austriaco o el británico, se habían produci­
do algunos avances significativos en el camino 
largo y costoso hacia el «Estado Previdencia». 
El régimen franquista, a pesar de su insistente 
retórica propagandista, no fue, ni mucho me­
nos, el artífice de la Previsión Social en España, 
ni siquiera en el mundo rural, si bien es cierto 
que la difusión masiva de seguros y subsidios 
sociales por los campos españoles tendrá lugar, 
por vez primera, a partir de comienzos de la 
década de 1950, iniciándose una intensificación 
sin retorno desde entonces y hasta el final de la 
dictadura (y aún más allá de ésta).2

De hecho, las dos décadas de duración de 
la autarquía supondrán una brusca regresión 
en el incipiente camino hacia el «Estado pre­
videncia» y una profunda alteración de las 
tendencias previas detectadas en la estructura 
del gasto público. Es más, cuando el régimen 
vaya decantando su modelo de Previsión So­
cial para el mundo rural, a finales de la década 
de 1940 y comienzos de la de 1950, recurrirá 
a soluciones técnicas, como los sistemas de 
sellos y cupones, que ya habían sido ensayadas 
previamente.

Los trabajadores agrícolas se vieron margi­
nados, por ejemplo, cuando, en la fase final de 
la Restauración, se dio un paso decisivo en la 
mejora de los derechos sociales de los obreros 
industriales, la regulación por Real Decreto 
(11-3-1919) del «Retiro O brero  Obligatorio».3 
En la falta de extensión del seguro obligatorio 
de vejez a los trabajadores rurales tuvo mucho 
que ver, sin duda, la oposición generalizada, y 
expresada con mayor o menor claridad según 
los sectores y los posicionamientos políticos, 
de la gran mayoría de los grandes y medianos 
propietarios rústicos empleadores de mano 
de obra agrícola, que no admitirían casi bajo 
ningún concepto la obligatoriedad de cotizar 
determinadas cantidades como consecuencia 
de la utilización de mano de obra asalariada 
en sus explotaciones.4 La resistencia patronal 
obligaría al Estado —en teoría— a asumir un es­
fuerzo presupuestario muy notable en la apor­
tación de los fondos (cotizaciones) imprescin­
dibles para el establecimiento de un seguro 
de vejez en la agricultura. Esta circunstancia 
también jugó en contra de la implantación del 
subsidio.

A  pesar del reconocimiento, en sede par­
lamentaria, de la injusticia que constituía la 
exclusión de los trabajadores agrarios de los 
beneficios del «Retiro O brero», los sucesivos 
gobiernos fueron dilatando la toma de cual­
quier resolución en firme que contribuyese 
a solventar esta situación de agravio compa­
rativo, escudándose permanentemente en el 
argumento —que será recurrente a partir de 
entonces— de las «dificultades técnicas» para 
su aplicación a la agricultura. Aunque el Re­
glamento (1921) del Real Decreto de 1919 
afirmaba literalmente que «Serán conside­
rados como asalariados para los efectos de 
este Reglamento: los obreros cualquiera que 
sea su sexo, su patrono, la case de su traba­
jo, agrícola, industrial o mercantil, y la forma 
de su remuneración». En el momento de su 
publicación se acordó buscar los mecanismos 
adecuados para que se pudiera incorporar al
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retiro obrero a los trabajadores del campo, 
y esta «búsqueda» terminaría por demorarse 
hasta el advenimiento de la II República.5

Algo semejante ocurrió con el Seguro de 
Accidentes, al igual que el de vejez, reiterada­
mente demandado por las entidades sindicales 
ugetistas, aún débilmente implantadas en el 
campo, durante los últimos años de la Restau­
ración. La Ley sobre Accidentes de Trabajo 
fue inicialmente aprobada el 30-I-I900 , para 
ser reformulada veintidós años más tarde. En 
ambas ocasiones supuso una manifiesta dis­
criminación legal de los asalariados agrícolas 
(nótese que no me refiero a los campesinos 
en general). La Ley de I900 limitaba la respon­
sabilidad patronal a aquellos trabajos agrícolas 
y forestales en los que se empleasen motores 
mecánicos y a los trabajadores expuestos al 
riesgo de ser lesionados por éstos. De este 
modo, quedaban excluidos de los beneficios 
de la Ley casi el I00% de los obreros agrícolas. 
La Ley de I0 - I- I9 2 2  apenas mejoró algo la 
situación de éstos. La nueva legislación incluía 
entre sus beneficiarios a los empleados de ex­
plotaciones agrícolas, ganaderas o forestales 
en las que se utilizara maquinaria movida por 
motores inanimados o que contasen con un 
mínimo de seis trabajadores contratados de 
forma constante. La Ley continuaba siendo 
enormemente restrictiva, sobre todo si tene­
mos en cuenta algunas características centrales 
del sector agrario español de inicios del siglo 
X X , como la superabundancia estructural de 
mano de obra agraria (jornaleros) y, ligada a 
ella, la escasa difusión de la mecanización de 
las faenas agrícolas. Tras los obstáculos a la ex­
tensión del seguro de accidentes a la actividad 
agraria se encontraba nuevamente la oposición 
de la oligarquía agraria, grupo de presión con 
una notable influencia sobre las Cortes de la 
Restauración. Sin embargo, el fenómeno no 
es exclusivo de España y se puede rastrear en 
otros países de su entorno.

Sólo con la proclamación de la II República 
y la presencia de Largo Caballero al frente

del Ministerio de Trabajo hasta septiembre 
de I933 se extendieron los beneficios de la 
legislación sobre accidentes de trabajo a los 
asalariados agrícolas, aunque todavía no en 
absoluto pie de igualdad con los de otros sec­
tores productivos (industria, trabajadores del 
mar...). El Decreto de I2 -6 - I9 3 I, convertido 
en Ley de la República el 9 -9 - I9 3 I, estable­
cía la responsabilidad del patrono incluso en 
aquellos accidentes que no fueran consecuen­
cia del uso de maquinaria agrícola e introducía 
como riesgos a cubrir los potenciales efectos 
negativos de la climatología sobre la salud del 
trabajador agrario.6

Hay que tener en cuenta, sin embargo, que 
toda esta legislación laboral había sido diseñada 
pensando en exclusivo en los asalariados agra­
rios (jornaleros) y dejaba al margen a secto­
res del campesinado (pequeños propietarios, 
arrendatarios, aparceros, colonos... ) predomi­
nantes en muchas regiones —en especial en el 
Centro y en el N orte— del resto del Estado.

La Previsión Social en el mundo rural gallego 
durante el franquismo (1 943-19 66)
La aplicación de la mayor parte de las «polí­

ticas sociales» en la Galicia rural fue encargada 
por el régimen franquista a la O bra Sindical de 
Previsión Social (OSPS). El cauce para su rea­
lización sería la Organización Sindical, en este 
caso a través de las entidades locales de obliga­
toria constitución en todos los municipios ru­
rales de España: las Hermandades Sindicales de 
Labradores y Ganaderos (H SLG ), que encua­
draban al conjunto de los agricultores de cada 
localidad. La OSPS se había constituido hacia 
1940, de hecho, su primera circular tiene fecha 
de I9 4 I . Tenía como misión llevar a cabo los 
cometidos del Instituto Nacional de Previsión 
(INP) e impulsar la creación de Mutualidades 
de Sindicato o Empresa. Sin embargo, su ámbi­
to de actuación predominante fue el rural, que 
en el año I950 contaba con una extensa red 
estatal de corresponsalías (7.385).7
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En cada Hermandad local de Labradores 
y Ganaderos se estableció, desde 1945, un 
«Servicio de Gestión Asistencial» que actua­
ba como gestor de todas las actividades de 
la «Corresponsalía» local de la OSPS y era 
el responsable en la esfera local de todas las 
cuestiones relativas a los seguros sociales. Los 
cargos de corresponsal local de la OSPS y de 
secretario de la Hermandad Sindical de Labra­
dores y Ganaderos local acabaron por recaer 
sobre una misma persona, con el objetivo de 
facilitar las gestiones a los labradores. También 
se hizo coincidir la localización física de am­
bas instituciones. Todo ello derivó en un alto 
coste económico para las entidades sindicales 
locales, que se tuvieron que hacer cargo tanto 
del salario de su corresponsal como de los 
gastos de oficina, material, etc.

Los prim eros (y cortos) pasos de la Previsión 
Social rural franquista: 1943-1958
La Ley de 10-2-1943 y su Reglamento de 26­

5-1943, que se encargaban de la regulación de 
los subsidios familiar y de vejez en la agricultu­
ra, implicaron también el inicial establecimien­
to del «Régimen Especial de la Seguridad So­
cial agropecuaria». La ley suponía la inclusión, 
por vez primera, en su ámbito personal de 
cobertura, de los «trabajadores agrarios autó­
nomos» -la  gran mayoría de los labradores ga­
llegos- con lo que inevitablemente se debería 
de afrontar la dificultosa definición jurídica del 
concepto de «trabajador agrario autónomo». 
Sin embargo, la ley era, en sí misma, bastante 
vaga al respecto, recogiendo tan sólo su art. 9: 
«Los cultivadores y trabajadores autónomos 
podrán ser afiliados colectivamente para cada 
término municipal a través de la Organización 
sindical». Habría que esperar hasta 1949-1950 
para que la categoría jurídica de «trabajador 
agrario autónomo» se definiera con una ma­
yor precisión.8

A  la vista de la definición que la Ley de
10 de febrero de 1943 hace de la condición

de «autónomo agrario», queda clara la tras­
cendencia que se otorga a la «afiliación» (en 
realidad encuadramiento) de los trabajadores 
en la Organización Sindical agraria. El encua­
dramiento se convierte así, al mismo tiempo, 
en requisito constitutivo del propio concepto 
de «trabajador agrario autónomo» y en con­
dición sine qua non para tener derecho a los 
subsidios familiares y de vejez regulados por 
la propia ley. De este modo, y a través de la 
«afiliación obligatoria» (encuadramiento) de 
los autónomos agrarios y de su registro en el 
correspondiente censo sindical local, se pone 
claramente de manifiesto la simbiosis que en­
tre  control social y beneficios de la previsión 
rural practicó el régimen a lo largo de sus cua­
renta años de existencia.

Eran los propios labradores -tanto autóno­
mos como por cuenta ajena- los que debían 
de solicitar su inscripción en el censo laboral 
agrícola. La inscripción se acreditaba mediante 
la posesión de la «cartilla profesional agrícola» 
(creada en 1949) y expedida en cada localidad 
por la HSLG local o por la Corresponsalía de 
la OS Previsión Social, es decir, por el secreta­
rio de la Hermandad.9 O tro  de los requisitos 
para tener acceso a las prestaciones era, por 
supuesto, estar al día en el pago de las cuotas 
de cotización. El pago de cuotas específicas por 
parte de los trabajadores agrarios con destino 
al sostenimiento del régimen agropecuario se 
introdujo en 1948, si bien no se hizo efectivo 
por dificultades técnicas hasta 1952. De cual­
quier modo, la ley de 3-2-1943 sancionaba ya 
un tipo de «cuota encubierta» para todos los 
propietarios agrarios (a los que se asimilaba 
a «patrones») al establecer una exacción pro­
porcional a la contribución rústica y pecuaria 
que se recaudaba junto con ésta.

En relación con las cotizaciones, dos aspec­
tos adquieren un especial interés: la evolución 
en el tiempo de las cantidades exigidas a los 
pequeños propietarios (autónomos agrarios), 
y el sistema (coactivo) de recargos y sanciones 
por demoras en la satisfacción de las cuotas.10
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La evolución de las cantidades se resume en el 
siguiente cuadro:

El organismo encargado de la recaudación 
de las cuotas, el Instituto Nacional de Previ­
sión (INP), tenía la potestad de cobrar aquellas 
cuotas no satisfechas por defecto de afiliación

de Previsión Social, los cuales intermediaron 
habitualmente ante las instancias superiores 
—las Delegaciones provinciales del INP y de 
la propia O bra Sindical— tanto para que los 
perceptores de subsidios con descubiertos 
fuesen tratados con benevolencia como para

Cuadro I. Valor monetario de las cotizaciones de los trabajadores autónomos agrarios
(1948 - 1955)

Año
1948*
1952**
1955***

Seguro de Vejez e Invalidez
4 pts/mes
5 pts/mes 
10 pts/mes

Forma de pago (periodo) 
Trim estral 

Mensual 
Mensual

* Art. I del Decreto de 29-12-1948 y arts. I y 3 de la Orden de 19-1-1950­
** Art. I del Decreto de 21-3-1952 y arts. I y 2 de la Orden de 8-4-1952. 
*** Art. 8 del Decreto-Ley de 2-9-I955.

(por no estar el labrador inscrito en el censo), 
al tiempo que dicho defecto le eximía de satis­
facer las prestaciones. Cuando un labrador te­
nía pendiente el pago de cupones de cotización 
pertenecientes al semestre natural anterior, se 
le aplicaba un I0% de recargo sobre el valor 
de aquéllos. Si la demora en el pago de cu­
pones era de entre I2  y I8  meses, el recargo 
ascendía al 20%. La sanción podía llegar hasta 
el 90% del valor de los cupones adeudados 
cuando el retraso era de entre I8 y 24 meses. 
Finalmente, en los casos de una tardanza en el 
pago superior a los tres años (36 meses) o de 
reincidencia en la morosidad, la multa podría 
llegar hasta el triple del valor del descubierto 
(incluyendo el respectivo recargo).

En un principio, los grandes periodos de des­
cubierto de cuotas pudieron hacerse efectivos 
a posteriori sin grandes dificultades (legales, que 
no económicas) durante un máximo de cinco 
años (art. 7 de la Orden 8-4-I952), aunque la 
tendencia legislativa se fue encaminando con el 
tiempo hacia la limitación del pago retroactivo. 
Sin embargo, aquí entraron en juego de modo 
decisivo los corresponsales locales de la OS

incluir (fuera de todo plazo legal) entre los 
perceptores a aquellos labradores que nunca 
se habían afiliado al régimen agropecuario y 
que, por tanto, carecían de la «cartilla profe­
sional agraria». Este tipo de intermediación es 
una manifestación evidente de un mecanismo 
clientelar que, en el corto o en el largo plazo, 
también fue dando sus réditos a los secretarios 
de Hermandad-corresponsales de previsión.

La tercera condición para acceder a las 
prestaciones (en este caso sólo a las del sub­
sidio de vejez) era el cumplimiento de un «pe­
riodo de carencia», es decir, de un periodo 
de tiempo mínimo de afiliación y cotización 
al «Régimen Especial de Seguros sociales 
agrarios». En principio, el Reglamento (26-5- 
I943) de la Ley 3-2-I943 que regulaba en la 
agricultura los subsidios familiar y de vejez, 
determinaba (art. 59) un periodo de carencia 
de cinco años exigible desde el I de enero de 
I947. Sin embargo, entre I943 y I952 la per­
cepción de subsidios fue posible mediante la 
simple declaración jurada de estar ocupado en 
la agricultura. Declaración a la que, por cierto, 
daba credibilidad el corresponsal local de la OS
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de Previsión, con el poder de decisión sobre 
los labradores que esto le confería. Por regla 
general, se concedió el subsidio de vejez a los 
trabajadores autónomos agrarios de 65 años 
y a los de 60 años con invalidez total para el 
trabajo habitual que hubieran cumplido estas 
edades entre el 1-1-1940 y el 1-4-1952. La ex­
plicación de este desajuste en la aplicación de 
la legislación estaría en el carácter deficiente 
de los censos sindicales agrarios y en el retra­
so (hasta 1952) de la implantación efectiva de 
la «cartilla profesional agraria».

En 1952 se abre una nueva etapa por lo 
que hace al periodo carencial, marcada por la 
centralidad de la «cartilla profesional agríco­
la» como documento justificativo tanto de la 
afiliación como de la cotización del labrador 
autónomo. Se establece el periodo de caren­
cia de cinco años previsto en 1943 pero, sin 
embargo, tuvieron que transcurrir otros cinco 
años (hasta el 1-4-1952) para que se hiciera 
realmente efectivo. Entretanto, se prolongó la 
situación de transitoriedad precedente.

La valoración (realista) de las prestaciones 
del régimen de seguros sociales en la agricul­
tura debe de ser un aspecto central para un 
trabajo como éste. Comenzaré por el «Subsi­
dio familiar».

Aunque el 18 de julio de 1938 se aprobaba 
una ley sobre «Régimen Obligatorio de Subsi­
dios Familiares», inspirada en el modelo esta­
blecido en Italia en I934 ,11 la «Ley de Subsidios 
familiares» (en vigor desde el 1-2-1939), con la 
que se pretendía reforzar la escasa capacidad 
adquisitiva de las familias trabajadoras urbanas, 
no llegó al mundo rural hasta cuatro años más 
tarde (1943). El «Subsidio familiar», y con él 
toda una serie de «beneficios» que lo com­
plementaban, fue utilizado por el régimen para 
vincular los seguros sociales a sus políticas 
demográficas y de género, que tenían como 
objetivo, respectivamente, el incremento del 
potencial demográfico de la nación española, a 
través del estímulo de la proliferación de «fa­
milias numerosas» y el refuerzo de un modelo

de familia de concepción orgánica.12 Se preten­
día evitar que, para asegurar la supervivencia 
familiar, la mujer tuviera que buscar algún tipo 
de trabajo remunerado fuera del hogar, lo que 
pondría en peligro el «cuidado responsable» 
de su marido y de sus hijos. Se trata, por tan­
to, de una modalidad de reclusión femenina 
en el ámbito doméstico. El «Subsidio familiar» 
comenzaba a percibirse cuando una familia 
tenía al menos dos hijos, o asimilados a ellos, 
menores de catorce años o incapacitados para 
todo trabajo.13 Contaba con remuneraciones 
variadas (por nacimiento de un nuevo hijo, por 
aniversario de cada uno de los hijos, por recla­
maciones...), aunque en realidad, las cantidades 
recibidas fueron casi insignificantes:

A  partir de los dos hijos era cuando se empe­
zaba [a cobrar la ayuda], pero no, teniendo tres 
y cuatro era cuando se empezaba en realidad a 
cobrar, porque entonces las familias eran mucho 
más numerosas, y entonces había familias que te­
nían diez hijos o doce hijos...14

Este tipo de subsidio no pretendía proteger 
a aquellas familias socialmente más desfavore­
cidas, sino a la institución familiar en sí misma, 
al margen del nivel de ingresos de cada hogar, 
pues la ayuda era igual para todos los traba­
jadores y la cantidad percibida sólo se incre­
mentaba de modo proporcional al número de 
hijos, como enfatiza nuestra fuente oral. A  ma­
yores, y con lo que implicaba de sanción moral 
de la soltería, los trabajadores que no eran ca­
beza de familia y no recibían ningún beneficio 
también tenían la obligación de cotizar.15

Se dispone de algunos datos sobre la exten­
sión del «Subsidio familiar» entre las familias 
campesinas de la provincia de Pontevedra 
a finales de 1947-comienzos de 1948 (cinco 
años después de su implantación legal). Según 
la propaganda de la prensa sindical franquista, 
en Pontevedra, la O bra Sindical de Previsión 
Social satisfacía los beneficios del «Subsidio 
familiar» a un total de 19.593 familias de la­
bradores, con la siguiente distribución interna:
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I6.053 familias de pequeños propietarios cam­
pesinos (asimilables a trabajadores autónomos 
agrarios) y 3.560 familias de asalariados rurales 
(de los que 989 eran jornaleros fijos y 2.57I 
eventuales).'6 Es más que posible que estos 
datos estuvieran en parte inflados con una 
intención propagandística y legitimadora de la 
acción de la OSPS. En cualquier caso, de lo que 
no caben muchas dudas, es de que ésta fue 
(junto con el Seguro de vejez) la primera mo­
dalidad de prestación en ponerse en práctica y 
la más rápidamente generalizada en los ayun­
tamientos rurales de la provincia, allá por la 
segunda mitad de la década de I940. En el caso 
de los «Subsidios familiares», la cuantía de las 
prestaciones para los autónomos agrarios fue 
la misma que para los trabajadores agrarios 
por cuenta ajena y que para los trabajadores 
afiliados al Régimen o Rama General de la Pre­
visión Social (trabajadores industriales).

En I962 se intentó una reforma del «Ré­
gimen de Subsidios familiares» a través de la 
Ley de Ayuda Familiar (4-4-I962), pero su 
aplicación se suspendió mediante un Decreto- 
Ley de I963. Se optó por ligar la reforma del 
subsidio familiar a la futura reforma global del 
sistema estatal de Seguridad Social que por 
aquel entonces se estaba debatiendo.

Un subsidio que adquirió una gran trascen­
dencia con el tiempo, por su extensión y por 
las prácticas clientelares a las que dio lugar 
por parte de los corresponsales de Previsión 
Social, fue el «Subsidio de Vejez», las popu­
lares «pensiones». El «Subsidio de Vejez» fue 
creado, para el Régimen General, por la Ley 
de I-9-I939. Afectaba, de modo obligatorio, 
a todos los trabajadores por cuenta ajena, de 
entre I6  y 65 años y con unos ingresos por 
debajo de las 6.000 pesetas anuales. En I948 
el «Subsidio de Vejez» se integró —para los 
trabajadores afiliados al Régimen General— en 
un «Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez» 
(SO VI) de cuya gestión se encargó en exclusi­
va el Instituto Nacional de Previsión.

Al mundo rural, el «Subsidio de Vejez e In­
validez» no llegó, como ya se vio, hasta la Ley 
de I0-2-I943 y su reglamento de 26 de mayo 
del mismo año. Serían beneficiarios de este 
subsidio aquellos trabajadores agrícolas que al 
solicitarlo hubieran cumplido ya los 65 años o 
los 60 en caso de padecer incapacidad perma­
nente para el ejercicio de su profesión. En los 
años posteriores toda una serie de órdenes 
y decretos fueron adaptando el subsidio a las 
peculiares condiciones de los trabajadores 
autónomos agrarios.I7 Inicialmente la cuantía 
mínima del subsidio se fijó en 90 pts/mes, as­
cendiendo a I25 pts/mes en I948 (Decreto 
de 29 de diciembre). Siete años después, el 
Decreto-Ley de 2-9-I955 elevó la cuantía de 
la prestación por vejez a 225pts/mes. Aque­
llos trabajadores que adquirieran el derecho a 
percibir una pensión a partir de la entrada en 
vigor del anterior decreto, es decir, a partir 
del I- I- I9 5 6 , comenzarían a percibir 250 pts/ 
mes de subsidio^8

El tipo de riesgos cubiertos permaneció 
para los autónomos agrarios durante esta eta­
pa (I943-I959 ), y aún más allá, bajo mínimos. 
Este hecho se concreta de modo evidente en 
su exclusión de las prestaciones vinculadas a la 
enfermedad, al riesgo de accidentes laborales 
o a la cobertura de la situación (estado civil) 
de viudedad. Comenzaré por el «Subsidio de 
Viudedad». Tan sólo a partir del mencionado 
Decreto-Ley de 2-9-I955 se comenzó a orga­
nizar un esbozo de sistema de supervivencia 
para las viudas de los trabajadores autónomos 
agrarios que hubieran sido beneficiarios del 
«Subsidio de Vejez e Invalidez». Las prestacio­
nes de viudedad eran libradas por la Caja Na­
cional del Seguro de Vejez e Invalidez del INP. 
Para poder acceder a ellas, las beneficiarias ha­
bían de cumplir los siguientes requisitos: tener 
65 años o encontrarse totalmente incapacita­
das para el trabajo, no ser beneficiarias ellas 
mismas del «Seguro de Vejez o de Invalidez», y 
haber contraído matrimonio con el trabajador 
causante del derecho al menos diez años antes
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del fallecimiento de éste. Además, debían, al 
menos en teoría, acreditar la convivencia con 
aquél hasta el momento de su deceso.

Los accidentes —que aquí considero en un 
sentido amplio— derivados del trabajo en el 
campo (cortes provocados por hoces y gua­
dañas; contusiones y heridas producidas por 
astas y patas del ganado vacuno; alergias a las 
plantas gramíneas; conjuntivitis, espigonazo; 
quemaduras provocadas por abonos inorgá­
nicos o anticroptogámicos; accidentes con 
maquinaria agrícola —como los tractores— en 
los inicios de la motomecanización de la agri­
cultura; incidentes ocurridos durante despla­
zamientos en, hacia o desde la explotación...) 
carecían de la correspondiente cobertura en 
el caso de los autónomos agrarios, a diferencia 
de lo que acontecía con los trabajadores agra­
rios por cuenta ajena, a quienes se otorgaba 
protección siempre y cuando el accidente de 
trabajo no se hubiera producido durante una 
colaboración puntual en trabajos agrícolas en 
la explotación de un tercer agricultor (el cono­
cido sistema de «entreaxudas»).19 La exclusión 
de los trabajadores autónomos agrarios sería 
argumentada por la jurisprudencia aducien­
do que «las especiales circunstancias en que 
realizan su trabajo aminoran fuertemente las 
limitaciones causadas por la enfermedad».20

Por su parte, el «Seguro Obligatorio de En­
fermedad» (SOE) fue establecido, para el Régi­
men General, por la Ley de 14-12-1942. Incluía 
prestaciones tanto de tipo sanitario (hospitali­
zación, acceso a medicamentos), como econó­
mico (los beneficiarios recibirían un 75% de su 
salario base de cotización).

El hecho de que la mayor parte de los tra­
bajadores del campo no pudieran ser concep­
tuados en Galicia como empleados por cuenta 
ajena y sí como trabajadores autónomos agra­
rios dejaba a los labradores al margen de la 
cobertura por enfermedad. En la provincia de 
Pontevedra, la OSPS alcanzó a finales de los 
años cuarenta un acuerdo con otra «O bra Sin­
dical», la O bra Sindical 18 de julio (de Asisten­

cia Médica al Productor), y con la Delegación 
Provincial de Sindicatos para la creación de 
un «Seguro Libre de Enfermedad en la Rama 
Agropecuaria». Hasta el momento no he en­
contrado evidencias documentales relativas a 
los resultados de su supuesta implantación.

Este panorama de limitación —más adecuado 
sería decir de insuficiencia— de los riesgos cubier­
tos y de las prestaciones derivadas del sistema 
de Previsión Social en el mundo rural español, 
se veía amplificado por la exclusión de todos 
los trabajadores agrarios (autónomos y emplea­
dos por cuenta ajena) de ayudas y prestaciones 
que eran exclusivas del ámbito urbano y de los 
trabajadores industriales, como por ejemplo el 
«Plus de Cargas Familiares» satisfecho por los 
empresarios para compensar de algún modo 
los bajísimos niveles salariales o aquellas otras 
producto de la afiliación de los trabajadores a 
diversas entidades del Mutualismo Laboral.

El pago de los subsidios, en especial de los 
de vejez, se convirtió en un mecanismo clien- 
telar de primera magnitud. Las formas de pago 
favorecieron la aparición de lealtades persona­
les que después fueron invertidas por muchos 
corresponsales de previsión en la realización 
de carreras políticas a nivel local, provincial... 
ya en el periodo democrático. Los correspon­
sales acudían a los atrios de las iglesias, a las 
escuelas y a las tabernas de cada parroquia o 
aldea a realizar pagos colectivos de las pen­
siones. En el caso de haber personas enfer­
mas o impedidas en la parroquia, también se 
desplazaban físicamente al hogar de éstas para 
hacerles entrega del dinero. El caldo de cultivo 
para la aparición de fenómenos de adhesión 
personal —al igual que de corrupción— estaba 
preparado. La existencia de comportamientos 
corruptos entre los corresponsales de previ­
sión fue generalizada a lo largo de toda la dicta­
dura. Muchos corresponsales se quedaron con 
parte del importe de los subsidios pagados a 
los labradores, les solicitaban a éstos dinero 
por la tramitación de la documentación, reci­
bían regalos o propinas de los cotizantes...
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Las jerarquías sindicales supieron siempre 
de estas prácticas, y periódicamente llevaron 
a cabo inspecciones o publicaron en la prensa 
sindical advertencias tanto para los agricultores 
(pidiéndoles que denunciaran a los correspon­
sales corruptos) como para los funcionarios 
de las Hermandades Sindicales de Labradores 
y Ganaderos y de la propia Obra Sindical de 
Previsión Social. Las autoridades políticas y 
sindicales se mostraban muy preocupadas por 
el desprestigio y deslegitimación que estos 
comportamientos corruptos podían significar 
para el régimen y para el partido único. De 
hecho, se dieron algunos casos de expulsión 
de corresponsales tras la realización de ins­
pecciones internas.

Una nueva etapa (1959- 1966): reformismo 
técnico sin contenido social
En 1959 se abre una nueva etapa normativa 

en la gestión y extensión de los seguros socia­
les en el mundo rural español, caracterizada 
más por el reformismo técnico que por la am­
pliación del cuadro de prestaciones (todavía 
muy exiguo). El Decreto 613, de 23 de abril 
de ese año, creaba la «Mutualidad Nacional de 
Previsión Agraria» (M NPA) con el fin de «la 
gestión en el campo español de la Seguridad 
Social».21 En principio, se pretendía con su 
establecimiento no sólo crear un organismo 
encargado de gestionar de un modo coheren­
te la diversidad de situaciones de aseguración 
de los trabajadores rurales, sino extender a 
autónomos y empleados agrarios el tipo de 
protección mutualista del que ya disponían los 
trabajadores industriales.22 Pero esto no fue 
así, pues las prestaciones de la M NPA nunca 
fueron ni complementarias ni compatibles con 
las del Régimen General de seguros sociales 
(como sí sucedía en los casos de la industria 
y de los servicios) sino que, los propios esta­
tutos de la M NPA (aprobados definitivamente 
en junio de 1961) decretaban la incorporación 
directa a la nueva Mutualidad del «Régimen Es­

pecial de Seguros sociales en la Agricultura», 
sancionando así una mera continuidad.

En esta nueva etapa no se dieron grandes 
novedades respecto del campo de aplicación 
de los subsidios sociales de la previsión, ni 
tampoco de las condiciones de la afiliación 
precedentes. La «afiliación» (encuadramiento) 
seguía siendo la condición sine qua non para que 
un trabajador agrario (autónomo o por cuenta 
ajena) pudiese pasar a ser considerado como 
asegurado o mutualista. Y  esta afiliación se fo r­
malizaba con la inscripción del labrador en el 
censo laboral agrícola y con la expedición de la 
ahora rebautizada como «Cartilla Profesional 
Agrícola y de Seguridad Social».23 Sí que hubo 
cambios en cuanto al pago de las cotizaciones 
y, sobre todo, al funcionamiento del régimen 
de sanciones/multas por el impago de cuotas, 
en un sentido de claro endurecimiento. Los 
autónomos agrarios deberían de satisfacer una 
cuota de 10 pts/mes a la Mutualidad dentro 
del mes siguiente a su cumplimiento (a mes 
vencido). El impago podría dar lugar, como 
consecuencia más grave, a la privación total o 
parcial, temporal o permanente, de las presta­
ciones a las que tuviera derecho el asegurado. 
Pero existían una serie de escalas intermedias: 
cuando las cuotas no se satisfacían en el plazo 
mensual correspondiente, se les imponía un 
recargo del 20%. Un descubierto en la coti­
zación durante tres meses consecutivos traía 
como resultado la pérdida del derecho a las 
prestaciones sanitarias —una medida más que 
severa, incluso inmoral— y de percepción de 
las prestaciones económicas (subsidios fami­
liar y de vejez e invalidez) mientras se pro­
longara la situación de impago. Por último, el 
plazo máximo de descubierto de cotización 
que se admitía, en relación con su potencial 
satisfacción retroactiva, se reducía a dos años. 
Si se sobrepasara éste, el trabajador agrario 
dejaría automáticamente de ser considerado 
mutualista. En general, la cotización cobra una 
mayor importancia como requisito para tener 
derecho a las prestaciones, colocándose en
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una situación paritaria respecto de la afiliación 
obligatoria (encuadramiento).

Pero el aspecto más importante de la nue­
va etapa está, en mi opinión, en la naturaleza 
de las prestaciones. Las había de dos tipos: a) 
«reglamentarias», es decir, aquéllas a las que 
tienen derecho los mutualistas; y b) «potesta­
tivas o de carácter graciable», o sea, aquellas 
no exigibles (en tanto derecho) de la MNPA, 
pero que ésta podría conceder para atender 
necesidades o contingencias (imprevistos) que 
afectaran a los mutualistas o a sus familiares 
—dependientes— asegurados. Estas «presta­
ciones potestativas o graciables» nos sitúan 
delante de uno de los rasgos centrales del 
sistema. Los seguros sociales no son «un de­
recho social de ciudadanía», como ocurría en 
los estados coetáneos al franquismo (y demo­
cráticos) de Europa occidental tras la Segunda 
Guerra Mundial, sino una concesión o dádiva 
(en este caso a los campesinos) del régimen, 
del dictador o, en el plano de la comunidad 
local, del corresponsal de previsión de turno.24 
Esta idea se ve reforzada por el hecho —citado 
más arriba— de que se pudiera llegar a consi­
derar la suspensión de un supuesto «derecho» 
—como la asistencia sanitaria— para castigar o 
reprim ir la ausencia de cotización.25

Las prestaciones «reglamentarias» se divi­
dían a su vez en económicas (seguro de vejez 
e invalidez y subsidio familiar) y en asistencia 
sanitaria, limitada a la ampliación, para los tra­
bajadores autónomos agrarios, de las presta­
ciones de maternidad contempladas por la Ley 
de 18-6-1942 (que regulaba este aspecto del 
seguro de enfermedad). Por tanto, las trabaja­
doras autónomas agrarias afiliadas al régimen 
de subsidios familiares y las esposas de autó­
nomos agrarios afiliados al mismo pasarían 
(¡desde comienzos de la década de 1960!) a 
tener acceso a los beneficios del llamado «se­
guro de maternidad».

Por su parte, las «prestaciones potestati­
vas o graciables» serían otorgadas de modo 
discrecional por el INP y por sus delegados

provinciales y locales. Entre ellas, al menos en 
el campo gallego de las décadas de 1960-1970, 
habría que destacar el acceso rápido (casos 
urgentes) a la asistencia médica especializada 
y, sobre todo, la realización de intervenciones 
quirúrgicas. De este modo, se ponía en manos 
de los corresponsales de Previsión Social lo­
cales un inmenso poder sobre los destinos —si 
hay algo prioritario para la mayor parte de los 
individuos o de las familias, es la salud— de las 
familias de trabajadores autónomos agrarios 
(las abrumadoramente predominantes en la 
Galicia rural). Uno de los pilares para el asen­
tamiento de una estructura clientelar quedaba 
así sólidamente anclado. Sus consecuencias, 
sobre la renta de las familias campesinas o 
sobre sus comportamientos sociales y políti­
cos para con el franquismo (y más allá) fueron 
inmediatas. Por otra parte, la desigualdad —en 
relación con las prestaciones recibidas— entre 
trabajadores autónomos agrarios y trabajado­
res agrarios por cuenta ajena se mantuvieron, 
en perjuicio de los primeros, también durante 
este segundo periodo.

Conclusiones
En la España franquista no existió, a lo lar­

go de los treinta y cinco años de dictadura, 
ni un modelo de «Estado de Bienestar» ni un 
verdadero sistema de «Seguridad Social». Ni 
tan siquiera cuando, a comienzos de la década 
de los sesenta (en 1963), los tecnócratas del 
régimen plantearon una reforma global del sis­
tema de Seguridad Social (Ley de Bases de la 
Seguridad Social) que no sería puesta en prác­
tica hasta I967.26 La ley de 1963 «aproximó» 
algo la dictadura a los modelos normativos del 
«Estado de Bienestar», en la medida en que 
el sistema comenzó a ser de reparto y la per­
cepción de las prestaciones a dejar de tener 
una relación directa con las cuotas satisfechas 
previamente (rasgo característico de la Previ­
sión Social agraria, como ya se ha expuesto). 
El advenimiento del «Estado de Bienestar» no 
tuvo lugar en el caso español hasta la T ran­
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sición a la democracia, cuando los Pactos de 
la Moncloa (1977) sancionaron un modelo de 
redistribución de la renta basado en la progre- 
sividad fiscal.27

La inexistencia del «Estado de Bienestar» en 
España no se puede desvincular de las peculia­
res condiciones del sistema político del país 
entre 1939 y 1975. En aquellos otros estados 
de Europa occidental en los que por entonces 
se experimentaba la etapa de más intensa pro- 
fundización en un ya dilatado -en algunos casos 
desde la década de 1880 del siglo X IX -  proce­
so hacia la consecución del «Estado de Bien­
estar» existían sistemas políticos y gobiernos 
democráticos que no sólo aplicaban una políti­
ca fiscal expansiva y destinaban unos elevados 
gastos presupuestarios a partidas como la sa­
nidad, la enseñanza, las políticas de vivienda, la 
redistribución de la renta o las transferencias 
de fondos a sus sistemas de Seguridad Social, 
sino que la consolidación del modelo se basó 
en buena medida en la construcción de con­
sensos políticos entre los trabajadores (y sus 
entidades representativas, los sindicatos) y las 
clases medias. Es decir, entre agentes sociales 
y gobiernos.28

Com o he afirmado anteriormente, para el 
franquismo, las prestaciones de la Previsión 
Social o las ayudas de la Asistencia Social no 
eran un «derecho social de ciudadanía», sino 
una concesión del régimen, del Partido único 
(FET  y de las JO N S) o incluso un generoso 
regalo del «Caudillo» a los españoles. La Pre­
visión Social, de haber sido un derecho, lo fue 
del Estado, nunca de los individuos que sólo 
existían en relación con las «políticas sociales», 
en su condición de sujeto colectivo pasivo.

Sin embargo, no basta con afirmar que en 
España no había espacio para el «pacto social» 
porque a la dictadura le era suficiente con el 
recurso a los métodos represivos para silenciar 
las disidencias. Las políticas de Previsión Social 
funcionaron, a pesar de la escasez económica 
de seguros y subsidios, o de sus limitaciones 
desde el punto de vista de una aplicación uni­

versalista (o socialmente restringida), como 
mecanismos eficientes para la generación de 
actitudes de aceptación y consentimiento 
social para con el régimen. Resultaron instru­
mentos útiles -combinados con las prácticas 
represivas- para los deseos de legitimación 
del franquismo. Y  en el mundo rural proba­
blemente más que en las ciudades. En el caso 
de Galicia -un «país de labriegos»- es durante 
el franquismo cuando, por primera vez, se 
extienden por el conjunto del territorio  (con 
todas sus limitaciones y defectos), los seguros 
sociales.

La extensión más o menos amplia de las 
prestaciones sociales del Estado por primera 
vez durante el franquismo, sus mecanismos de 
gestión personalistas y clientelares; así como 
la desarticulación represiva de las entidades 
(sociedades y sindicatos agrarios) que habían 
tenido un papel decisivo en la socialización 
política de los campesinos antes de la Guerra 
Civil, pueden ayudar a entender en buena me­
dida muchas de las actitudes políticas y de los 
comportamientos electorales (conservadores) 
de la población rural gallega durante épocas 
recientes (periodo democrático). Por tanto, 
en cierto modo, la Previsión Social proporcio­
nó a la dictadura, y en particular a sus cuadros 
dirigentes en el nivel local, los resultados que 
estos esperaban, incluso a largo plazo.

Se debe insistir también en las peculiares y 
más bien poco ventajosas condiciones de ac­
ceso de los agricultores a los «beneficios» de 
la Previsión Social franquista. Quizás porque 
la dictadura los consideraba menos peligro­
sos desde el punto de vista de la disidencia 
política, o más permeables a sus estrategias 
de «control social», y en parte también por 
las particulares condiciones de la agricultura 
como actividad económica (situaciones muy 
diversas en relación con la propiedad de la tie­
rra, naturaleza de las relaciones laborales...), 
los seguros sociales llegaron siempre al mundo 
rural con un notable retraso. A  ello debieron 
de contribuir también las dificultades -reales
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pero no insuperables— de extender (univer- 
salizar) a los labradores y a sus familias las 
prestaciones sociales. Durante mucho tiempo, 
las prestaciones sociales fueron diseñadas y 
aplicadas tomando como destinatarios a los 
obreros industriales y a sus familias, conven­
cido el régimen como estaba de la necesidad 
de atraerlos políticamente o de, al menos, 
atenuar, con mecanismos más allá de los pura­
mente represivos, su potencial (y real) disiden­
cia política. Se daba la paradoja, que constituía 
en realidad un agravio comparativo, de que un 
«Estado de campesinos» (España lo fue hasta 
la década de I960), planificaba y ejecutaba po­
líticas de previsión para proletarios urbanos. 
Aunque, con probabilidad, el caso español no 
fue en este sentido una excepción, es necesa­
rio preguntarse qué consecuencias debemos 
extraer de ello de cara a la interpretación de 
la situación política del mundo rural durante el 
franquismo.

Por otra parte, no conviene ignorar ciertas 
desigualdades internas que se daban entre los 
propios trabajadores agrarios (por cuenta 
ajena y autónomos) respecto de la naturaleza 
de los riesgos cubiertos y de las prestacio­
nes recibidas. Los asalariados o empleados 
agrarios (fijos o eventuales) siempre fueron, 
en este sentido, varios pasos por delante de 
los autónomos agrarios. Es probable que su 
mayor similitud laboral con los asalariados de 
la industria y de los servicios, así como la me­
moria colectiva (y de los propios jerarcas del 
régimen) de la conflictividad laboral vivida en 
el mundo rural durante el primer tercio del 
siglo X X  influyeran en ello.

Los campesinos fueron siempre un grupo 
socio-profesional de difícil inclusión en los 
sistemas de Previsión Social y de Seguridad 
Social. Sobre todo cuando estos esquemas 
partían (y todavía parten) de una lógica de 
organización de las relaciones laborales y de 
la propia producción ajenas a lo agrario. De 
ahí la proliferación —que llega hasta hoy en día 
y que se debe de considerar anómala— de los

«Regímenes Especiales Agrarios» de la Seguri­
dad Social y de las polémicas estructurales que 
acompañan a cualquier proyecto de reforma 
de los mismos. Los campesinos fueron tam­
bién, en muchas ocasiones, para los gestores 
de las políticas de Previsión y Seguridad Social, 
un «saco de patatas», tal y como Karl Marx los 
definiera desde la perspectiva de la individuali­
zación de las clases sociales.

NOTAS
* Este trabajo se ha beneficiado del apoyo económico pres­

tado por la «Cátedra Juana de Vega de Investigación 
histórica», constituida por la Fundación Juana de Vega, 
de O leiros (A  Coruña) y la Universidade de Santiago de 
Compostela.
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Madrid, Ministerio de Trabajo, I988; R O D R ÍG U EZ  LA- 
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2 Un buen ejemplo de este discurso propagandista y de bús­
queda de legitimidad se puede apreciar, por ejemplo, en 
los escritos de César López Canabal, jefe provincial de 
la Obra Sindical de Previsión Social en Pontevedra a me­
diados de la década de I940: «Ahí está para todos los 
incrédulos y cortos de vista la legislación social que ganó 
para España la Falange [...]. No pretendemos al repetirlo, 
presentar a nuestros campesinos la factura de cuanto ha­
cemos por ellos [... ] y hoy cuando nos aceramos a nues­
tros agricultores, no llevamos monsergas sino realidades 
[... ] Aunque no pretendemos hacer política con estos 
beneficios sociales que la Falange ha ganado para los es­
pañoles [...]». LÓ PEZ  C A N A B A L, César, «Obra Sindical 
Previsión Social. Ha llegado al campo la justicia social», 
en AGRO: Portavoz de las Hermandades de Labradores y Ga­
naderos de la provincia de Pontevedra, n° 23, 5-I-I946 , en 
Archivo Cámara Provincial Agraria de Pontevedra (ACA- 
PP). En la misma línea y especialmente interesante por la 
comparación explícita (y demagógica) que se hace entre 
el franquismo y los regímenes democráticos de la Euro­
pa occidental de entonces: «He aquí la incansable tarea 
realizada por la Obra Sindical Previsión Social, que con su 
esfuerzo callado viene contribuyendo a hacer realidad en 
nuestra provincia los beneficios de esa Justicia Social que 
es hoy orgullo legítimo de nuestro Régimen y motivo de 
envidia por parte de aquellos países que incapaces para 
resolver los angustiosos problemas de una guerra que 
acaba de ensangrentar al mundo, se contentan con verter 
sobre España la calumnia y la incomprensión...». LÓ PEZ 
C A N A B A L, César, «Obra Sindical de Previsión Social. 
Resumen y alcance de una labor fecunda», en Álbum
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Agro-Pecuario y Memoria de tres años de labor (1945-1947), 
CNS-Hermandad Provincial de Labradores y Ganaderos 
de Pontevedra, 1947.

3 Un análisis detallado del proceso y de los debates públicos
en torno a la conveniencia y condiciones para la exten­
sión de los beneficios del Retiro Obrero a los trabaja­
dores agrarios en: C U ESTA  BUSTILLO , Josefina, op. cit., 
pp. 176-200.

4 Si bien, parece que la postura de los propietarios no sería
tan monolítica. Algunos entre ellos, verían en el acceso 
de los asalariados agrarios a las ventajas del seguro de 
vejez una vía para la fijación de la mano de obra agraria 
a sus explotaciones. O tras organizaciones, como la cató­
lica Confederación Nacional Católico Agraria (C N C A ), 
mantendrían una postura ambigua, producto de la convi­
vencia en su seno de grandes propietarios y medianos-pe- 
queños propietarios cultivadores directos. La extensión 
del seguro de vejez a arrendatarios, colonos, aparceros 
y pequeños propietarios —un porcentaje muy elevado de 
entre sus socios— se veía como un hecho positivo. Incluso 
las principales asociaciones patronales, la Asociación de 
Agricultores y la Asociación General de Ganaderos del 
Reino se dirigen al Instituto Nacional de Previsión (INP) 
poco después del establecimiento del Retiro Obrero 
Obligatorio para tantear la elaboración de unas posibles 
bases para su aplicación (conservadora) a la agricultura.

5 Recogido en C U ESTA  BU STILLO , Josefina, op. cit., p. 189.
6 Ver R O D R IG U EZ  LA BA N D EIR A , J., op. cit., pp. 362-366 y

368-369; C U ESTA  BU STILLO , Josefina, op. cit., pp. 715­
719.

7 M O LIN ERO , Carme, La captación de las masas. Política social
y propaganda en el régimen franquista., Madrid, Cátedra, 
2005, p. 153.

8 Las Órdenes ministeriales (OM ) de 3 de febrero de 1949 y
de 19 de enero de 1950, recogen la interpretación de la 
categoría de «trabajador agrario autónomo» elaborada 
por la Dirección General de Previsión. Según el art. 7 
de la OM de 3-2-1949 son trabajadores agrarios autóno­
mos: «quienes de modo personal y directo o en régimen 
familiar y con absoluta independencia laboral se dedican 
predominantemente a faenas consideradas como agríco­
las, cuando los beneficios de esta actividad constituyen 
el medio fundamental de subsistencia del interesado y su 
familia». La condición de «trabajador agrario autónomo» 
se perdía (principales supuestos) cuando el labrador em­
pleara los servicios de otros trabajadores («por cuenta 
ajena») a los que pagara más de noventa jornales al año 
o si el «trabajador agrario autónomo», o cualquier otro 
familiar a su cargo, ejerciera actividades mercantiles o in­
dustriales que constituyesen la principal fuente de ingre­
sos de la unidad familiar (ver, respectivamente, apartados 
a) y b) de la OM de 3-2-1949). La categoría quedó aún 
más delimitada por la Orden de 10 de agosto de 1957 
que en su art. 5 introduce otros dos nuevos requisitos: 
la titularidad de una explotación agrícola, ganadera o fo­
restal (criterio patrimonial) y la exigencia de que el lí­
quido imponible por contribución rústica o pecuaria de 
la explotación no sobrepase las 5.000 pesetas anuales, 
estableciendo así un límite fiscal para la definición de «pe­
queña explotación».

9 Creada por Orden de 3-2-1949, aparte de acreditar la

inscripción censal del titular, recogía su tiempo de per­
manencia, su clasificación como «productor» autónomo 
y la certificación de las cuotas que debían de satisfacer 
los asegurados. La no posesión de la cartilla impedía la 
percepción del subsidio familiar. Asimismo, los subsidia­
dos (del subsidio familiar) que no solicitasen la «cartilla 
profesional» transcurrido un año desde su implantación, 
dejarían de cobrar el subsidio y, más grave aún, dada su 
edad, a los perceptores del subsidio de vejez en la situa­
ción anterior, no se les computarían los trabajos agrícolas 
realizados con anterioridad a la fecha de solicitud de ex­
pedición de la «cartilla profesional».

10 El pago de la cotización se verificaba por medio de unos
«cupones» que se pegaban a las «hojas de cotización» que 
venían con la propia «cartilla profesional agrícola».

11 TA N N EN BAU M , E .R ., La experiencia fascista. Sociedad y
cultura en Italia (1922-1945), Madrid, Alianza, 1975, pp. 
140-141.

12 Entre estas ayudas sociales complementarias cabe des­
tacar: los «préstamos a la nupcialidad»; las ayudas a las 
familias numerosas; los premios de natalidad (en sus mo­
dalidades estatal y provincial); las prestaciones por viude­
dad y por orfandad...

13 Según el art. 28 del Reglamento de 26-5-1958 se considera
como «asimilados a los hijos del subsidiado», y a efectos 
de la percepción del subsidio familiar, a las siguientes per­
sonas: I) hijos adoptivos, nietos y/o hermanos del asegu­
rado que no tengan por otra causa, derecho al subsidio, 
por haber muerto sus padres o por estar estos imposi­
bilitados para el trabajo; b) la madre viuda, mayor de 50 
años, que no sea subsidiada directa y viva en el hogar del 
subsidiado a su cargo, cuando el subsidiado sea un traba­
jador huérfano de padre.

14 Entrevista a J .G .R ., O  Barco de Valdeorras (Ourense) 8­
10-2006.

15 V ILA R  R O D R ÍG U EZ , Margarita, «El sistema de cober­
tura social en la inmediata posguerra civil (1939-1958): 
una pieza más de la estrategia represiva franquista», en 
VI Encuentro de Investigadores sobre el Franquismo, Zara­
goza, Universidad de Zaragoza-Fundación 1° de Mayo de 
C C .O O ., pp. 626-628.

16 LA N ERO  TÁBO AS, Daniel, Sindicalismo agrario franquista
na provincia de Pontevedra (1936-1975), tesis de doctorado 
inédita, Santiago, U SC , 2005, p. 251.

17 Órdenes de 17-12-1947 y de 17-6-1948; Decreto de 29­
12-1948; Órdenes de 3-2-1949, 19-1-1950 y 31-10-1951; 
Decreto de 21-3-1952 y Ordenes de 8-4-1952; 15-7-1953 
y 3-11-1953; Decreto-Ley de 2-9-1955 y Órdenes de 31­
5-1957, 11-6-1957, 10-8-1957 y 25-6-1958. Una recopila­
ción y análisis sistemáticos de la legislación de subsidios 
sociales en la agricultura bajo el franquismo en CASAS 
BA A M O N D E, M. Emilia, Aútonomos Agrarios y Seguridad 
Social, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1975. O tras 
obras de interés, casi asimilables a fuentes por su coeta- 
neidad (y en ocasiones algo más) con la dictadura, serían: 
D EL PESO Y  CALVO , Carlos, De la protección gremial al 
vigente sistema de la Seguridad Social, Madrid, Facultad de 
Derecho, 1972; id. «Régimen especial agrario. Trabajado­
res por cuenta ajena», Diecisiete lecciones sobre regímenes 
especiales de la Seguridad Social, Madrid, Facultad de De­
recho, 1972; G A LA  VALLEJO , C ., «Visión panorámica de
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la Seguridad Social agraria. Situación actual y notas a su 
futuro», Revista de Estudios Agro-Sociales, n° 3 I, abril-junio 
I960; M O N TO YA M ELGAR, A ., «El Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad Social», Revista de Política Social, 
n° 72, octubre-diciembre I966.

18 Las I25 ptas. al mes de I948 ascendían a I75 pts cuando
el trabajador agrario autónomo acreditaba 60 meses de 
cotización. Si demostraba I2 0 , la cuantía de la presta­
ción alcanzaba las 200 pts. Los trabajadores autónomos 
agrarios sufrieron, en cuanto a las cantidades percibidas, 
un constante agravio comparativo respecto de los tra­
bajadores agrarios por cuenta ajena. Así, por ejemplo, 
el Decreto-Ley de I955 fijaba para estos una prestación 
económica de 300 pts (50 pts más que para aquellos) y, 
para los trabajadores agrarios por cuenta ajena que ac­
cedieran al derecho de prestación a partir del I- I- I9 5 6 , 
el montante de la misma ascendería a 400 pesetas al mes 
frente a las 250 pts/mes recibidas por los autónomos 
agrarios.

19 El «Seguro de Accidentes de Trabajo» se estableció por
ley en I942 . El Reglamento de 22-6-I957 incluía entre 
sus beneficiarios a los trabajadores agrarios por cuenta 
ajena. Estos mismos fueron también considerados como 
sujetos con derecho a las prestaciones derivadas del «Se­
guro de Enfermedad», en un primer momento (I943) los 
asalariados agrarios fijos; más adelante (I957) los trabaja­
dores agrarios por cuenta ajena eventuales.

20 Entre estas circunstancias «reductoras del riesgo» se en­
contrarían: la independencia patronal; la falta de some­
timiento a jornada de trabajo, horario, salario, orden, 
disciplina, la indeterminación en el tiempo y en el espacio 
de la prestación del trabajo... Ver CASAS BA AM O N D E, 
M. Emilia, op. cit., p. I08.

21 La MNPA cubría todo el territo rio  estatal, la inclusión de
los agricultores en ella era, por supuesto, obligatoria, 
contaba con personalidad jurídica y patrimonio propios y 
era gestionada —atendiendo a la «continuidad» con el pre­
cedente régimen de seguros— por el Instituto Nacional de 
Previsión, si bien, en principio, dependía técnicamente del 
Ministerio de Trabajo. Parece que entre ambas institucio­
nes se produjeron fricciones en relación con el ejercicio 
del control sobre la Mutualidad.

22 Las Mutualidades Laborales (ML) del franquismo recogie­
ron en la década de I9 4 0  la herencia de los Montepíos y 
Mutualidades establecidas por las Reglamentaciones de 
Trabajo preexistentes. Entre sus características, habría 
que destacar: su obligatoriedad, una inicial limitación al 
sector de trabajadores por cuenta ajena, su organización 
según profesiones y territo rios... Las ML son un ejemplo 
palmario de la diversidad de instituciones de la Prevision 
Social existentes en el franquismo, así como de la desor­
ganización del propio sistema, llegando a constituir un 
entramado paralelo al de los seguros sociales. Su carácter 
sectorial las convirtió en auténticos reductos de poder 
corporativo.

23 Los trabajadores agrarios seguían estando obligados a soli­
citar su inscripción en el censo y la expedición de la «car­
tilla». Si no lo hacían, el delegado provincial de trabajo 
podría sancionarlos con multas de entre 50 y 500 pts del 
momento. Por otra parte, la Orden de II- I- I9 6 2  llevó a 
los patronos que empleaban a trabajadores agrarios por

cuenta ajena a vigilar que sus empleados estuvieran ins­
critos y asegurados, pues de no ser así, ellos también po­
drían ser sancionados (como responsables subsidiarios). 
No se debe entender esta iniciativa como una medida (de 
espíritu progresista) destinada a garantizar la protección 
de los trabajadores agrarios por cuenta ajena, en realidad 
se puede interpretar como un instrumento de control y 
presión empresarial a mayores, pues la MNPA delegaba la 
inspección del cumplimiento de la cotización de los traba­
jadores en sus propios empleadores o patronos.

24 Sobre los derechos de ciudadanía social ver el texto «fun­
dacional» de M ARSHALL, T .H ., «Ciudadanía y clase so­
cial», en M ARSHALL, T .H . y BO TTO M O RE, Tom, Ciuda­
danía y clase social, Madrid, Alianza, I998, pp. I5-82.

25 La potencialidad —y capacidad— represora del sistema de
cobertura social diseñado por el régimen en la posgue­
rra ha sido puesta de manifiesto, entre otros autores, 
por V ILA R , Margarita, op. cit. Un buen ejemplo de esta 
dimensión de sanción y «control social» estaría en la ex­
clusión normativa de las madres solteras del derecho a la 
percepción de las prestaciones del subsidio familiar o de 
los «beneficios sociales» derivados de la maternidad.

26 La reforma de la Seguridad Social de inicios de los años
sesenta pretendía combatir algunos de los principales 
defectos del modelo de Previsión Social de las décadas 
de I940 y I950, por ejemplo, la diversificación y prolife­
ración de regímenes y de organismos gestores, que por 
entonces se pretendió racionalizar y uniformizar. A  ello 
hay que sumar una reorientación (vivienda, sanidad, en­
señanza) en la estructura del gasto público del Estado, 
que creció notablemente durante el periodo I959-I975, 
coincidiendo con el fenómeno del «desarrollismo». Una 
visión general del sistema de Previsión Social durante el 
franquismo en G A R C ÍA  PA D ILLA , Margarita, «H isto ­
ria de la Acción Social: Seguridad Social y Asistencia, 
I939-I975», en V V A A , Historia de la Acción Social pública 
en España. Beneficencia y Previsión, Madrid, Centro de Pu­
blicaciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
I990, pp. 397-447 y CO M ÍN , Francisco, «El desarrollo 
del Estado de Bienestar en España», Historia y Política, n° 
2, I999, pp. 7-38; id., Historia de la Hacienda pública, cit.

27 C R U Z , Rafael, «El derecho a reclamar derechos. Acción
colectiva y ciudadanía democrática», Documentos de Tra­
bajo del Instituto Universitario Ortega y Gasset-Historia Con­
temporánea 1999, Madrid, I999, p. 9.

28 Una visión de conjunto sobre el desarrollo del Welfare 
State en Europa Occidental en FLO R A , P. y H EID EN H EI- 
MAR, J. (eds.), Lo sviluppo del Welfare State in Europa e in 
America, Bologna, Il Mulino, I983, en particular pp. 25-5I 
y 55 -II4 ; EBBIN G H AU S, B., Comparing Welfare capital- 
ism: social policy and political economy in Europe, Japan and 
the USA, Londres, Routledge, 200 I, pp. I-24 y I7 I-2 I4 ; 
TILLY , Charles (ed), «Citizenship, Identity and Social His- 
tory», International Review o f Social History, Supplement 3, 
I996.
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MARY NASH
D on es en tra n sic ió . D e la  resistencia  
p o lít ica  a la  leg itim ita t fem in ista : les 
dones en la  B a rce lo n a  de la  T ransició
Barcelona, Ayuntamiento de Barcelona, 
2007, 259 pp.
ISBN 84-7609-425-6

La transición democrática en España es un 
tema sobre el que en los últimos años se ha 
investigado ampliamente, y sobre el que se 
han publicado abundantes trabajos relativos 
a diferentes aspectos de la misma. Así, se ha 
estudiado el proceso desde la perspectiva de 
la historia política, desde la historia del mo­
vimiento obrero y del sindicalismo, desde la 
historia económica, se han escrito biografías 
sobre el protagonismo de algunas personali­
dades que en aquel momento estaban gober­
nando o lideraban los diferentes partidos de 
la oposición democrática. Pero hasta la fecha 
han sido escasos los trabajos de historia de la 
transición en los que se contemplaba como un 
aspecto fundamental de la misma la historia de 
las mujeres y del género.

Y  ésta es, precisamente, la perspectiva que 
desarrolla el libro que la profesora Mary Nash 
ha publicado recientemente, Dones en Transició. 
De la resistencia política a la legitimitat feminista: 
les dones en la Barcelona de la Transició. En él se 
estudia el movimiento de mujeres en la Transi­
ción, en el caso específico de Barcelona, desde 
la perspectiva de la propia transición de las 
mujeres —el título no es gratuito en este sen­
tido—, a partir de su protagonismo en la resis­
tencia antifranquista y en la lucha feminista por 
la conquista tanto de derechos democráticos 
como de derechos referidos específicamente 
a las mujeres.

La utilización de la perspectiva de género 
permite, como se refleja con rigurosidad en 
este trabajo, relacionar todos los aspectos 
anteriormente citados de la transición de­
mocrática con lo que ésta significó para las 
mujeres y para la evolución de los feminismos 
como movimientos sociales y como culturas

políticas. Son precisamente estas relaciones 
las que permiten hablar de la «doble transición 
de las mujeres». En un sentido específico: la 
consecución de un sistema democrático con 
los principios, derechos individuales y liber­
tades que lo caracterizan, tuvo un significado 
específico para las mujeres porque significó, 
por un lado, el fin de su no ciudadanía, el fin 
de su minoría de edad política y civil; y por 
otro lado, porque conllevó diversas posibili­
dades de encuentro o reencuentro femenino 
con los espacios públicos, en clave de género, 
y lo que ello comportaba en la transformación 
de mentalidades, normas, valores y pautas de 
sociabilidad.

Así, tanto en el inicio como en el desarro­
llo de la Transición son muchos los aspectos 
a considerar, tal como se recoge en el libro 
de Mary Nash para el caso específico de 
Barcelona. Entre ellos, por ejemplo, cómo la 
consecución de la democracia constituyó un 
punto de inflexión histórica respecto a la ciu­
dadanía femenina y respecto a las relaciones 
de género existentes en la sociedad española. 
También, qué papel tuvieron en este proce­
so tanto las organizaciones y asociaciones de 
mujeres, como las mujeres pertenecientes a 
los diferentes partidos o culturas políticas. E 
igualmente, las formas en que las mujeres se 
organizaron y actuaron de forma específica 
desde el movimiento vecinal y en diferentes 
colectivos, desarrollando nuevos discursos en 
torno a la definición de ciudadanía y al papel 
de la sociedad civil en esos momentos de cam­
bio político y social.

Desde estas perspectivas, el libro pone de 
relieve la importancia histórica del movimiento 
de las mujeres compaginando la explicación de 
diferentes aspectos —resistencia antifranquista, 
despertar feminista, movilizaciones, campañas, 
etc.— con una amplia reproducción de imáge­
nes, señalando dicho movimiento como uno 
de los elementos centrales en la lucha anti­
franquista y en la construcción de la cultura 
democrática en la Transición.
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LECTURA

Los periodos de tránsito político suelen ir 
acompañados de transformaciones sociales 
creadoras de nuevas realidades en orden a la 
acomodación o al cambio, generándose o po­
sibilitándose así amplias rupturas que atañen a 
veces al ámbito de las mentalidades. Teniendo 
en cuenta que a lo largo de la Transición las 
mujeres se incorporaron a numerosas parcelas 
sociales, económicas y políticas que anterior­
mente tenían prohibidas, este periodo históri­
co, desde sus características políticas específi­
cas, produjo redefiniciones de la feminidad y 
de la masculinidad, que fueron desigualmente 
interiorizadas o aceptadas. Surgieron nuevos 
espacios, y con ellos formas diferentes de ac­
ción, de relaciones, de discursos, de valores 
y contravalores, así como reivindicaciones 
referidas específicamente a la consecución de 
la igualdad entre mujeres y hombres, y nuevos 
cauces para expresarlas.

Arlette Farge ha planteado, a propósito de 
esta cuestión, que las luchas por los derechos 
de las mujeres se han producido históricamen­
te, en la mayoría de los casos, en contextos de 
crisis social y política, como si las demandas 
y reivindicaciones latentes aprovechasen es­
tas ocasiones para manifestarse. Y  en efecto, 
los feminismos de los años de la Transición 
tuvieron un marcado carácter político, estu­
vieron directamente vinculados a la lucha por 
la consecución de la democracia; pero también 
a la inversa, el proceso político de la transición 
democrática tuvo una influencia directa en el 
surgimiento y presencia de nuevos lenguajes y 
de nuevas organizaciones de mujeres y femi­
nistas en la escena política y social española. 
La transición democrática fue precisamente el 
momento en el que la existencia de un hilo 
identitario de género, de una «genealogía fe­
menina» conformada desde unas culturas polí­
ticas antifranquistas, posibilitaría la emergencia 
de una «cultura feminista», como un elemento 
fundamental presente en los movimientos 
sociales y ciudadanos que caracterizaron la 
transición a la democracia.

Sin embargo, al mismo tiempo, el nuevo 
contexto político de la Transición iba a ge­
nerar nuevos significados culturales de las 
identidades femeninas —las identidades como 
construcciones históricas, y por tanto, cam­
biantes— que, desde diferentes epistemologías, 
iban a llevar a su máxima expresión, paradóji­
camente, las diferencias estratégicas y tácticas 
de los movimientos sociales definidos como 
«feminismos». Fue precisamente en el con­
texto de la transición a la democracia cuando 
podemos observar el proceso de aparición 
de múltiples identidades «feministas», que le­
jos de establecerse como un continuum, nos 
permiten reflexionar sobre la historicidad del 
propio feminismo como cultura política en si 
misma, con sus propios lenguajes y prácticas 
discursivas.

Todas estas cuestiones se plantean en los 
diferentes capítulos del libro de Mary Nash. A  
partir de fuentes documentales muy amplias, 
escritas, visuales y orales —treinta y cinco en­
trevistas—, Dones en Transició nos acerca a las 
experiencias individuales y colectivas de una 
generación de mujeres —procedentes de la 
universidad, del sindicalismo, de los partidos 
políticos o del movimiento vecinal— conven­
cidas de su capacidad de cambiar el mundo 
público y privado. A  partir de los años 1975 
y 1976 algunas de estas mujeres, muchas de 
ellas militantes de diversos partidos políticos 
de izquierda —en Barcelona en el caso estudia­
do concretamente en el libro, pero también 
en otras ciudades españolas—, desarrollarían 
prácticas políticas vinculadas a nuevos lenguajes 
y representaciones culturales feministas. Tam ­
bién se fueron creando organizaciones feminis­
tas «autónomas», insistiendo en la necesidad de 
vinculación entre reivindicaciones específicas y 
transformaciones políticas generales.

Las mujeres de las organizaciones feminis­
tas intervinieron y actuaron junto al resto de 
movimientos sociales —movimiento ciudadano, 
sindicalismo, etc.— aportando sus reivindicacio­
nes y denunciando la subordinación en la que
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se encontraban, incidiendo así en el desarrollo 
político. Cuestionaron y criticaron las formas 
y relaciones de subordinación existentes, lle­
gándose a producir cambios en los modelos 
de relación entre hombres y mujeres. Salieron 
progresivamente de la esfera doméstica para 
intervenir en el espacio público-político, con 
relaciones y prácticas caracterizadas a menudo 
por cortapisas y limitaciones a las «estrategias 
de género» que empleaban. Estrategias con las 
que intentaban compatibilizar trabajo remune­
rado y vida familiar, panorama que todavía se 
complicaba más al añadírsele su compromiso 
con la política, su militancia en un partido po­
lítico, en una organización feminista, o en el 
movimiento vecinal.

En este sentido, también en la Transición, 
las mujeres, como responsables del trabajo 
doméstico, vieron limitadas en la práctica sus 
posibilidades de participación y promoción en 
la vida política, a menos que renunciasen a la 
vida familiar o a la maternidad, planteadas a 
menudo como disyuntivas. Así, en estos años, 
muchas de las mujeres organizadas en asocia­
ciones y grupos feministas se vieron impelidas 
a romper, a nivel personal, con el modelo de 
género en el que habían sido socializadas, que 
las destinaba a la maternidad y la domesticidad 
como único y exclusivo proyecto de vida. Visi- 
bilizaron así en el ámbito de lo público cuestio­
nes que hasta esos momentos se consideraban 
exclusivamente pertenecientes a la privacidad, 
llevando a la práctica el lema feminista de «lo 
personal es político». Forzaron con sus actua­
ciones y manifestaciones la necesidad de que la 
sociedad en general, y los partidos políticos y 
sindicatos en particular, asumieran y defendie­
ran dentro de sus programas las reivindicacio­
nes en torno a la igualdad política y civil entre 
mujeres y hombres.

En definitiva, libros como el de Mary Nash 
proporcionan la necesaria contextualización 
histórica sobre las diferentes formas en que se 
produjo el proceso de concienciación feminis­
ta durante la transición, cómo se construye­

ron sus discursos, y cómo se trasladaron sus 
planteamientos a la esfera pública y privada, a 
la vida cotidiana, al espacio de la política, etc. 
Porque muchos de los comportamientos, valo­
res y prácticas culturales, sociales y cotidianas 
que actualmente percibimos como «norma­
les», y que se han incorporado al imaginario 
social, han sido resultado de la influencia que 
los feminismos tuvieron y siguen teniendo en 
la progresiva transformación de las mentalida­
des colectivas. De manera que muchas de las 
iniciativas y propuestas que las mujeres plan­
tearon en esos años, han quedado más tarde 
recogidas oficialmente en leyes, políticas públi­
cas y organismos estatales específicos. Todas 
estas estrategias, todas estas vías, todos estos 
caminos que han permitido el avance hacia una 
sociedad más igualitaria, están desarrollados 
con rigurosidad y profundidad por Mary Nash 
en Dones en Transició.

Ana Aguado

FERRÁN GALLEGO
U na p a tria  im aginaria . La  ex trem a  dere­
cha  españo la  (1973-2005)
Madrid, Síntesis, 2006, 442 pp.
ISBN 84-9756-407-3

El autor, profesor de Historia Contempo­
ránea en la Universidad de Barcelona y autor 
de varias aportaciones sustanciosas sobre el 
fascismo español y el nacionalsocialismo, nos 
ofrece en estas páginas un estudio sobre la 
extrem a derecha española que arranca en la 
etapa final del tardofranquismo y llega hasta 
nuestros días. El eje del libro gira en torno al 
contraste existente entre la aparición y desa­
rrollo de nuevos partidos de extrem a derecha 
que obtienen representación en las institu­
ciones de un número significativo de Estados 
europeos y la ausencia de este tipo de forma­
ciones en el panorama político español. Con la 
excepción del escaño conseguido para el Con­
greso de los Diputados en 1979 por Blas Piñar, 
dirigente de Fuerza Nueva, en ninguna otra
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de las ocho elecciones generales, en ninguna 
de las cinco europeas, ni en las municipales, 
ni en las autonómicas, la extrem a derecha ha 
conseguido resultados capaces de dotarla de 
cierta representación ni ha ofrecido síntomas 
de estar en disposición de conseguirla. Esto 
significa que su marginalidad es absoluta. Al 
menos aparentemente.

El autor trata diversas cuestiones para 
explicar el fracaso de la extrem a derecha en 
España. Concede atención principal a la ocupa­
ción del espacio propio de estas organizacio­
nes por otras formaciones, lo que da lugar a 
que sus potenciales votantes, que acumulan un 
fracaso tras otro, terminen convenciéndose 
de que la opción con la que más se identifican 
no posee ninguna posibilidad de influir sobre 
los acontecimientos. A  partir de este momen­
to deciden, primero, otorgar su voto a otro 
partido, próximo a sus valores, y, después, 
su lealtad. A sí sucedió durante la transición 
política, cuando el nacimiento y capacidad o r­
ganizativa de Unión de Centro Democrático y 
de Alianza Popular privó a la extrema derecha 
de apoyos suficientes entre el personal políti­
co del franquismo y sólo pudo manejar como 
argumento ante los electores, en un momento 
de cambio, la demanda de lealtad a Franco y 
al 18 de julio. Ése era un planteamiento aban­
donado por la mayor parte del personal po­
lítico formado en las instituciones franquistas 
y que apenas encontraba audiencia entre el 
franquismo sociológico.

Tampoco consiguió la extrem a derecha 
salir de la marginalidad en la etapa de crisis 
de Alianza Popular, a finales de los ochenta, lo 
que refleja una alta dosis de ineficacia en los 
dirigentes de la ultraderecha, muy alejados de 
los discursos de la calle y los intereses de los 
ciudadanos. Un tiempo en el que opciones po­
pulistas, como la de Ruiz Mateos y después la 
del G IL, captaron al electorado más extrem is­
ta con un discurso demagógico no centrado 
en la vuelta al pasado. Finalmente, las posibi­
lidades de la extrem a derecha no se vieron

modificadas durante los años siguientes, por el 
hecho de haber carecido de un perfil propio, 
tal y como sigue sucediendo en nuestros días: 
entonces y ahora, sostiene el autor, el Partido 
Popular ha conseguido, sin abandonar un dis­
curso constitucionalista, utilizar «fórmulas de 
movilización, de estrategias plebiscitarias y de 
repertorios temáticos que dejan a la extrema 
derecha sin un perfil propio».

Por lo tanto, el libro nos ofrece un plantea­
miento de mucho interés para la comprensión 
del fenómeno de la extrema derecha, con una 
acertada lectura de la desmoralización de la 
militancia, en continuo retroceso, así como 
de quienes sin mantener una relación directa 
sintonizaban con la ideología y programa de 
estos partidos. Esta situación, y la ausencia 
de perspectivas de cambio (con la desunión 
como elemento más visible), ha potenciado 
el voto útil a la derecha conservadora, factor 
este que tiende a consolidarse, en palabras 
de Gallego, «con la radicalización de la vida 
política española en algunos temas de especial 
virulencia y de honda crispación para la extre ­
ma derecha».

No obstante, algunas partes del índice re­
sultan un tanto confusas, por la tendencia a 
denominar los capítulos con títulos propios de 
una novela y que no siempre resultan acerta­
dos: Un adiós a las armas para la etapa 1977­
1982, cuando el neofranquismo lleva años 
amenazando a la oposición, pero sin recurrir 
a las armas, y es ahora cuando apela con más 
fuerza que nunca a las Fuerzas Armadas. Al 
mismo tiempo, la atención prestada al conjun­
to de corrientes de ultraderecha y neofascis­
tas, y a los distintos grupos que las integran, 
ofrece un mapa completo sobre este tipo de 
formaciones, pero poco compensada, lo que 
puede desorientar al lector sobre la relevancia 
que cada una posee, siempre muy escasa. Son 
muchos, y mal avenidos, los grupos aparecidos 
desde la década de los ochenta hasta nuestros 
días, y los nacional-revolucionarios, neofas­
cistas, nacional-bolcheviques, separados más
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bien por casi nada, y sin eco electoral alguno, 
reciben una extensa atención en estas páginas. 
Bastante más que el partido originario del fas­
cismo español, Falange Española de las JO N S, 
refundado durante la Transición. También la 
reciben las escisiones de Fuerza Joven (sección 
juvenil de Fuerza Nueva), es decir, el Frente 
Nacional de la Juventud y el Frente de la Ju­
ventud, pese a haber resultado experiencias 
irrelevantes ante las urnas y en cuanto a fo r­
mación de militantes se refiere, pese a lo que 
sus cabecillas han intentado hacernos creer en 
una serie de panfletos; en cambio Fuerza Joven 
o las secciones de milicias de Falange, con ma­
yor militancia y capacidad operativa, aparecen 
minusvaloradas.

El libro recoge bien los sucesivos, e in­
fructuosos, ejercicios de autocrítica, siempre 
desde la periferia de los núcleos directivos del 
principal partido, Fuerza Nueva. Asimismo, 
las relaciones internacionales establecidas con 
el Frente Nacional de Le Pen, el Movimien­
to Social Italiano y las formaciones neonazis, 
al tiempo que pone de manifiesto la incapa­
cidad del partido liderado por Piñar y de los 
epígonos del neofranquismo, e igualmente de 
los muy minoritarios sectores renovadores, 
para coger la estela del ultranacionalismo o 
nacional populismo, sustentado en el rechazo 
a la inmigración, alentado por la nueva extre­
ma derecha europea. También la labor de la 
prensa ultra, en especial de El Alcázar y Heraldo 
Español, aunque falte un análisis sobre la trama 
civil del golpismo. Cuestión, sin duda alguna, 
difícil de abordar, como se refleja en las apor­
taciones de otros investigadores sobre esta 
misma materia, como Xavie r Casals y quien 
esto escribe; sobre todo desde el momento 
que el proceso por el 23-F obviase abordar 
este apartado de la trama golpista. O tro  tema 
al que se presta escasa atención es el te rro ­
rismo de extrem a derecha, sin entrar en las 
conexiones establecidas desde tiempo atrás 
con organizaciones extranjeras o en el fenó­
meno del terrorism o de Estado o paraestatal

que empleó como mano de obra a militantes 
ultraderechistas.

Un tema, en definitiva, de mucho interés, de 
enorme actualidad política en el conjunto del 
continente europeo. Desde luego la consolida­
ción electoral de la extrema derecha en varios 
países de la Europa más rica no va a facilitar un 
debate reposado sobre la inmigración. Por lo 
que a España se refiere, parecía evidente que 
el aumento rápido y poco planificado de la in­
migración acabaría dando lugar a un aumento 
de los sentimientos xenófobos. También, claro 
está, a la aparición de partidos especializados 
en la rentabilización de estos en términos 
electorales. Sin embargo, a diferencia de lo 
que ha sucedido en otros países europeos, la 
extrem a derecha española, escasamente inno­
vadora y muy dependiente del exterio r para 
la renovación de programas, no ha sido la que 
ha introducido la inmigración en los debates 
públicos, hasta en esto ha llegado tarde, o no 
ha podido llegar por su desprestigio ante la 
ciudadanía y ausencia de un líder. Entretanto, 
un riesgo de mayor calado se hace presente: la 
incapacidad de las principales fuerzas políticas 
para concertar un modelo de integración, algo 
en lo que España va con mucho retraso. Si la 
xenofobia, o el racismo sin tapujos, dan alas a 
pequeños partidos de ámbito local o a un nue­
vo partido de ámbito nacional sin conexiones 
directas con la extrem a derecha, el riesgo no 
será menor que si el beneficiario fuese la vieja 
extrem a derecha de la que creíamos habernos 
olvidado.

José Luis Rodríguez
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